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Resumen 

La contratación pública en Colombia ha estado históricamente marcada por riesgos de corrupción, baja pluralidad de oferentes y procesos direccionados que limitan la transparencia y la eficiencia en el uso de los recursos públicos (La Silla Vacía, 2022). En respuesta a esta problemática, el legislador colombiano introdujo los pliegos tipo mediante la Ley 1882 de 2018, reglamentada por el Decreto 342 de 2019, como una estrategia para estandarizar los requisitos de participación y garantizar condiciones equitativas en los procesos de selección, especialmente en la contratación de obra pública (Congreso de Colombia, 2018; Presidencia de la República, 2019).
El objetivo principal de los pliegos tipo es promover la transparencia, igualdad, y pluralidad de oferentes, al eliminar la discrecionalidad en la elaboración de los pliegos de condiciones (Colombia Compra Eficiente, 2023). Esta política pública ha mostrado impactos positivos a nivel nacional: múltiples informes reportan un aumento significativo en el número de proponentes por proceso —pasando de un promedio de 3 oferentes a más de 20 en muchos casos— y una mejora en la eficiencia del gasto público, lo que sugiere un avance hacia una contratación más competitiva y menos vulnerable a prácticas antijurídicas (Boyacá Visible, 2022; Preámbulo Jurídico, 2023).
Sin embargo, en el contexto específico de Cartagena de Indias, capital del departamento de Bolívar y Distrito Turístico y Cultural, no existe aún un análisis empírico sistemático que permita determinar si la implementación de los pliegos tipo en los contratos de obra pública durante el año 2023 logró los objetivos normativos para los cuales fueron concebidos. Aunque la Alcaldía ha adoptado los formatos oficiales emitidos por Colombia Compra Eficiente (Cartagena.gov.co, 2023), no se cuenta con evidencia clara sobre variables clave como: el número de oferentes por proceso, los niveles de ahorro presupuestal alcanzados, el grado de cumplimiento de los requisitos, ni la existencia de eventuales prácticas de modificación indebida de los pliegos (El Tiempo, 2021).
Esta ausencia de información concreta dificulta la evaluación del impacto real de los pliegos tipo en la contratación pública local y plantea la necesidad de formular un estudio jurídico y técnico que permita responder a la siguiente pregunta de investigación: ¿En qué medida el uso de pliegos tipo se asocia con un mayor número de oferentes por proceso en los contratos de obra pública del Distrito de Cartagena adjudicados en el año 2023 y 2024?

Esta investigación parte de la hipótesis jurídica de que los pliegos tipo, al establecer condiciones uniformes y transparentes para los procesos de selección, tienden a incrementar la participación de oferentes en los contratos de obra pública, reduciendo así la posibilidad de direccionamiento y fortaleciendo la competencia (Colombia Compra Eficiente, 2023; La Silla Vacía, 2022).
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Abstract


Public procurement in Colombia has historically been marked by risks of corruption, a low number of bidders, and biased processes that limit transparency and efficiency in the use of public resources (La Silla Vacía, 2022). In response to this problem, the Colombian legislature introduced standard bidding documents through Law 1882 of 2018, regulated by Decree 342 of 2019, as a strategy to standardize participation requirements and guarantee equitable conditions in selection processes, especially in public works contracts (Congress of Colombia, 2018; Presidency of the Republic, 2019).

The main objective of standard bidding documents is to promote transparency, equality, and a greater number of bidders by eliminating discretion in the drafting of bidding documents (Colombia Compra Eficiente, 2023). This public policy has shown positive impacts at the national level: multiple reports indicate a significant increase in the number of bidders per process—rising from an average of 3 to more than 20 in many cases—and an improvement in the efficiency of public spending, suggesting progress toward more competitive contracting that is less vulnerable to unlawful practices (Boyacá Visible, 2022; Preámbulo Jurídico, 2023).

However, in the specific context of Cartagena de Indias, capital of the department of Bolívar and a Tourist and Cultural District, there is still no systematic empirical analysis to determine whether the implementation of standard bidding documents in public works contracts during 2023 achieved the regulatory objectives for which they were designed. Although the Mayor's Office has adopted the official formats issued by Colombia Compra Eficiente (Cartagena.gov.co, 2023), there is no clear evidence on key variables such as: the number of bidders per process, the levels of budget savings achieved, the degree of compliance with requirements, or the existence of any practices involving the improper modification of bidding documents (El Tiempo, 2021).

This lack of concrete information hinders the evaluation of the real impact of standardized bidding documents on local public procurement and raises the need for a legal and technical study to answer the following research question: To what extent is the use of standardized bidding documents associated with a greater number of bidders per process in public works contracts awarded by the District of Cartagena in 2023 and 2024?

This research is based on the legal hypothesis that standard tender documents, by establishing uniform and transparent conditions for selection processes, tend to increase the participation of bidders in public works contracts, thus reducing the possibility of bid rigging and strengthening competition (Colombia Compra Eficiente, 2023; La Silla Vacía, 2022)
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Pliegos tipo en la legislación colombiana

La contratación pública representa uno de los principales instrumentos mediante los cuales el Estado colombiano ejecuta obras, bienes y servicios esenciales para el desarrollo del país. En este marco, la transparencia, la pluralidad de oferentes y la eficiencia en la gestión de los recursos públicos son pilares fundamentales del sistema, conforme lo establece el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia.

Sin embargo, la confianza de los oferentes en los procesos de licitación ha sido históricamente baja en muchas entidades territoriales, debido a la presencia de pliegos direccionados, requisitos restrictivos y criterios de evaluación subjetivos, los cuales reducen la participación real y afectan la competitividad (La Silla Vacía, 2022). La situación en Cartagena no ha sido ajena a estas prácticas: informes periodísticos y auditorías han advertido en el pasado sobre riesgos de concentración de la contratación en pocos contratistas, así como sobre posibles inhabilidades o favoritismos (El Tiempo, 2021).

En este contexto, la implementación de pliegos tipo —introducidos por la Ley 1882 de 2018 y reglamentados mediante el Decreto 342 de 2019— surge como una política pública orientada a restaurar la confianza del mercado en los procesos contractuales del Estado (Colombia Compra Eficiente, 2023). Al establecer condiciones uniformes, estandarizadas y objetivas para todos los procesos de obra pública, los pliegos tipo reducen la discrecionalidad administrativa, garantizan igualdad de oportunidades y disminuyen las barreras de acceso para los oferentes potenciales (Boyacá Visible, 2022).

La aplicación adecuada de pliegos tipo en entidades locales como la Alcaldía de Cartagena no solo contribuye al cumplimiento de principios constitucionales, sino que también puede aumentar la participación de oferentes, mejorar la calidad de las ofertas, reducir los precios de contratación mediante mayor competencia, y fortalecer la imagen institucional frente al sector privado (Cartagena.gov.co, 2023). Cuando los empresarios perciben que existen reglas claras, imparciales y predecibles, su confianza en la legalidad del proceso se incrementa, lo cual se traduce en una mayor disposición a presentar propuestas serias y competitivas (Preámbulo Jurídico, 2023).

La presente investigación es pertinente porque permitirá medir y analizar si, en efecto, los pliegos tipo aplicados en Cartagena durante el año 2023 han generado las condiciones de confianza suficientes para promover una mayor participación de oferentes en los procesos de obra pública. Esta evaluación es clave para valorar si la normatividad nacional está teniendo un impacto real a nivel local, y si es necesario fortalecer, ajustar o auditar la implementación de estos instrumentos contractuales.

Además, este análisis contribuirá a la literatura jurídica y administrativa sobre contratación pública en Colombia, y podrá servir de insumo para futuras políticas públicas orientadas a mejorar la eficiencia, legalidad y transparencia de los procesos de selección en el ámbito territorial.

 La contratación pública es una de las áreas más susceptibles a la corrupción, la opacidad y la ineficiencia dentro de la administración pública. En este contexto, el legislador colombiano ha implementado herramientas orientadas a estandarizar los procesos de selección y promover la transparencia. Una de estas herramientas son los pliegos tipo, cuya adopción obligatoria busca garantizar condiciones objetivas de participación, evitar sesgos discrecionales en los procesos licitatorios y fortalecer la competencia.
Este capítulo analiza críticamente el marco jurídico de los pliegos tipo en Colombia, su evolución normativa, aplicación práctica y efectos reales en la contratación estatal, con el propósito de valorar si esta figura normativa efectivamente contribuye a la transparencia en los procesos de selección.
La hipótesis que orienta esta investigación sostiene que:
"La implementación de pliegos tipo en la contratación pública colombiana ha sido un instrumento jurídico eficaz para promover la transparencia, reducir la discrecionalidad y prevenir actos de corrupción."
Marco normativo: Evolución legal y reglamentaria de los pliegos tipo
 Fundamento legal
 La figura de los pliegos tipo se introdujo expresamente en el ordenamiento colombiano con la Ley 1150 de 2007, artículo 2, parágrafo 7, y se consolidó con la Ley 1882 de 2018, artículo 4. Estas normas facultaron y luego obligaron al Gobierno Nacional a adoptar documentos tipo de pliegos, de carácter general y vinculante, para los procesos de contratación de obras públicas, consultorías, interventorías y, posteriormente, otras modalidades.
 
La reglamentación fue delegada al Gobierno Nacional y a Colombia Compra Eficiente (CCE), que han expedido múltiples decretos y resoluciones para definir los pliegos tipo aplicables a distintas modalidades de contratación, entre ellos:
Decreto 1082 de 2015: define las bases de la contratación estatal y encarga a CCE el diseño de documentos tipo.
Decreto 342 de 2019: reglamenta los pliegos tipo para licitaciones de obras públicas en infraestructura de transporte.
Decretos 2096 de 2019 y 594 de 2020: aplican los pliegos tipo a la selección abreviada y mínima cuantía.
Resoluciones 256 de 2020 y 193 de 2021: amplían los documentos tipo a interventoría y estudios de ingeniería.
Esta evolución normativa evidencia una intención estatal clara: estandarizar los procesos de contratación como una estrategia para reducir la opacidad y la corrupción.
 
Análisis jurídico de los pliegos tipo: naturaleza, alcance y aplicación
 Naturaleza jurídica
 Los pliegos tipo tienen la naturaleza de actos administrativos de carácter general y obligatorio, expedidos por el Gobierno Nacional a través de CCE. Según la Corte Constitucional (Sentencia C-119 de 2020), se trata de instrumentos que deben ser integrados obligatoriamente por las entidades contratantes a sus procesos, limitando su margen de discrecionalidad y reforzando el principio de igualdad en la selección.
 Su adopción responde directamente a los principios del Estatuto General de Contratación Pública, particularmente:
Transparencia: al evitar pliegos hechos a la medida de proponentes específicos.
Economía: al estandarizar procesos y reducir litigios.
Selección objetiva: al fijar criterios de evaluación claros y replicables.
Publicidad y concurrencia: al ampliar la participación y el control ciudadano.
Diversos estudios de Colombia Compra Eficiente, organizaciones como Funcicar y veedurías ciudadanas, han mostrado que los pliegos tipo han logrado reducir significativamente los casos de “pliegos sastre” y las prácticas que favorecían contratistas específicos. Su carácter obligatorio ha nivelado el campo de juego, haciendo más difícil manipular las reglas de participación en los procesos licitatorios.
Asimismo, al limitar la discrecionalidad de los funcionarios al momento de estructurar los pliegos, se ha reducido la posibilidad de corrupción administrativa en etapas previas a la adjudicación.
 
No obstante, su adopción ha generado críticas por parte de algunos entes territoriales a nivel nacional, especialmente alcaldías y gobernaciones, que consideran que los pliegos tipo vulneran la autonomía administrativa y contractual consagrada en la Constitución (art. 287 y 209). Esta tensión fue abordada por la Corte Constitucional en la ya mencionada Sentencia C-119 de 2020, donde se determinó que la obligatoriedad de los pliegos tipo no contraviene la autonomía territorial, en la medida en que responde a un interés general superior: la transparencia y la lucha contra la corrupción.
 
Pese a sus virtudes, el sistema de pliegos tipo presenta retos:
Falta de flexibilidad: puede excluir necesidades particulares de proyectos locales.
Riesgo de formalismo excesivo: no todos los procesos se adaptan bien a la estandarización.
Capacitación deficiente: muchos funcionarios públicos desconocen cómo adaptar correctamente los documentos tipo.
Limitada cobertura: aún no se aplica de forma obligatoria en todos los sectores y modalidades.
 
Desde una perspectiva jurídica y crítica, los pliegos tipo constituyen una herramienta normativa eficaz para promover la transparencia en la contratación pública en Colombia. Su estandarización, obligatoriedad y control han limitado las prácticas corruptas asociadas a la estructuración discrecional de procesos.
 
No obstante, su implementación no está exenta de tensiones y desafíos. Las críticas por su rigidez, la posible afectación a la autonomía territorial, y su cobertura aún parcial, deben ser atendidas mediante ajustes normativos, capacitación institucional y evolución del sistema hacia una mayor flexibilidad sin sacrificar la transparencia lograda.
 
Obras públicas en Cartagena: ¿su transparencia mejoraría con los pliegos tipo?
 La pluralidad de oferentes en los procesos de contratación pública es un indicador clave de transparencia, competencia y calidad institucional. En Colombia, la adopción de pliegos tipo ha sido promovida como una herramienta para estandarizar los requisitos y abrir la participación. Agencias como Colombia Compra Eficiente (CCE) han publicado datos nacionales que evidencian un aumento significativo en el número de oferentes tras la adopción de esta herramienta (Colombia Compra Eficiente, 2021).
 
Este estudio hace un contraste entre procesos del Distrito de Cartagena adjudicados con pliegos tipo frente a aquellos que no los utilizan, con el objetivo de cuantificar su impacto local y validar si los efectos nacionales replican en contextos territoriales específicos como Cartagena.
 
A nivel nacional, se ha registrado un incremento notorio en la participación de oferentes tras la implementación de pliegos tipo:
 
Colombia Compra Eficiente (2021) reportó un incremento del 560 % en el número de oferentes, pasando de 3 a 42,5 oferentes en promedio por proceso. Según el diario Portafolio (2021), se pasó de un promedio de 3 oferentes a 24, en algunos casos hasta 250 proponentes por proceso. El exdirector de CCE, José Andrés O’Meara, afirmó en entrevista con Ámbito Jurídico (2021) que los procesos con pliegos tipo pasaron de tener un único oferente en el 85 % de los casos, a un promedio de 33 oferentes.
 
Otro informe de CCE (2023) sostiene que el promedio llegó a 35 oferentes cuando se respetaron los parámetros de los documentos tipo. Estas cifras evidencian que los pliegos tipo han tenido un impacto positivo en la pluralidad de la oferta, lo cual es un componente esencial de la transparencia en la contratación estatal.
 
Fuentes primarias: Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP I y II), portal de contratación del Distrito de Cartagena y otras fuentes como Funcicar.

	Variables:

	          Número de oferentes en procesos con y sin pliegos tipo.

	         Fecha de adjudicación.

	Tipo de obra.

	Monto del contrato.

	Con base en la evidencia nacional, se espera encontrar que:

	Los contratos con pliegos tipo tengan un promedio superior a 15–20 oferentes.

	Los procesos sin pliegos tipo mantengan cifras bajas de participación (2–5 oferentes)



Este aumento respondería directamente a las características objetivas y abiertas que introducen los documentos tipo (Colombia Compra Eficiente, 2021; Portafolio, 2021).
Si bien el número de oferentes puede considerarse un indicador de transparencia, también es importante contextualizarlo: En Cartagena pueden persistir barreras de entrada relacionadas con desconocimiento del sistema o poca difusión de los procesos. La estandarización no garantiza calidad ni evita prácticas colusorias si no hay supervisión.

Existen tensiones con la autonomía territorial, lo que podría afectar la aplicación efectiva de los pliegos tipo en contextos locales. Si los datos empíricos confirman un mayor número de oferentes en procesos del Distrito de Cartagena con pliegos tipo, se confirmaría la hipótesis de que estos instrumentos sí han fortalecido la transparencia. No obstante, se requiere un monitoreo constante y acompañamiento técnico para evitar que la estandarización derive en rigidez o exclusión injustificada.

Cartagena y sus índices de transparencia en los contratos de obra a través de los pliegos tipo
El Distrito de Cartagena ha adoptado oficialmente los pliegos tipo elaborados por Colombia Compra Eficiente (CCE), tal como lo dispone el Decreto 1082 de 2015, por medio del cual se faculta a CCE para diseñar estos documentos y a las entidades territoriales para usarlos en sus procesos contractuales. Además, el Manual de Contratación Pública del Distrito de Cartagena, actualizado en junio de 2023, incluye explícitamente los "documentos tipo adoptados por la Agencia Nacional de Contratación Pública" y señala medidas como la obligación de utilizar correctamente el SECOP II para mayor control y transparencia mipg.cartagena.gov.co.
Esto indica que, en Cartagena, se adoptó un marco normativo favorable al uso de pliegos tipo con mecanismos locales para potenciar su aplicación.

Transparencia: ¿qué mejoras traen los pliegos tipo?
Claridad y uniformidad: Al contar con pliegos tipo estandarizados —como los para obra pública actualizados hasta agosto de 2024— se logra una clara definición de requisitos, criterios de evaluación y condiciones contractuales, lo que favorece la igualdad de condiciones para los oferentes (Colombia Compra Eficiente, 2021)

Disminución de la discrecionalidad: Según CCE, los pliegos tipo eliminan los "contratos tipo sastre" y contribuyen a la participación masiva, limitando maniobras discrecionales en la fase precontractual (Colombia Compra Eficiente, 2021).

Obligatoriedad y seguimiento local: El manual del distrito y el uso mandatorio del SECOP II permiten un monitoreo continuo de todo el proceso, desde su publicación hasta el cierre contractual (información recabada desde el manual de funciones de MIPG Cartagena de Indias, recuperado el 3 de septiembre de 2025 a las 10:00 am, https://mipg.cartagena.gov.co/normativa/manual-contratacion-publica-580?utm_source )

En términos de transparencia, estos elementos implican una mejora no solo conceptual sino operativa, siempre y cuando los pliegos tipo se implementen con integridad y efectividad.

Competitividad: En cuanto al impacto que tienen los pliegos tipo podemos analizar estos desde el ámbito nacional hasta el local en los mismos porcentajes. En el ámbito nacional, CCE ha documentado que la implementación de pliegos tipo ha llevado a importantes aumentos en el número de oferentes:

Incrementos de hasta 560 %, llevando el promedio de oferentes de 3 a 42,5 por proceso, otros registros mencionan promedios que aumentaron de 3 a 24, e incluso hasta 250 oferentes en algunos procesos específicos (Funcicar, Recuperado el 3 de septiembre de 2025 a las 10:00 am https://funcicar.org/pliegos-tipo-vigentes-y-de-obligatorio-cumplimiento-para-entidades-publicas-en-colombia/ )

Además, se reporta que, en pliegos tipo, los procesos pasaron de tener un solo oferente en el 85 % de los casos a un promedio de 33–35 oferente, estos datos sugieren que, en teoría, la aplicabilidad de los pliegos tipo en Cartagena debería tener un efecto similar en mejorar la competitividad, facilitando una mayor concurrencia de oferentes y fortaleciendo la selección objetiva.

Así las cosas, la obligatoriedad del uso de pliegos tipo, combinada con el fortalecimiento del SECOP II y la publicación de manuales claros, posiciona a Cartagena en un escenario favorable para mejorar la transparencia. Esto reduce la manipulación individual de los requisitos y favorece la publicidad proactiva de los procesos.

Si bien no hay datos específicos para Cartagena en 2023–2024, el entorno institucional sugiere que los pliegos tipo deberían haber incentivado una mayor participación de oferentes, replicando el efecto observado en otras entidades del país.

Recomendaciones
Para validar estos efectos de forma concreta, sería pertinente:
Revisar estadísticas locales del SECOP II: comparando número de oferentes en licitaciones de obra pública antes y después de la adopción formal de pliegos tipo para hacer los ajustes correspondientes cada anualidad.
Realizar análisis cualitativos con contratistas (oferentes frecuentes) y funcionarios para obtener percepciones sobre claridades de pliegos y facilidades de participación.
Monitorear transparencia operativa: verificar tiempos de publicación, subsanación de propuestas, claridad en criterios y seguimiento de auditorías internas.
Sancionar a entidades territoriales y particulares que violen los principios fundamentales de la contratación.
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